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¿Es posible un «régimen especial» autonómico en el ordenamiento jurídico ecuatoriano?

El proyecto de Ley orgánica del sistema 
autonómico, remitido por el presidente 
de la República al Congreso Nacional, 

plantea un problema jurídico de principio que 
puede formularse de la siguiente forma: 

En la actualidad, el ordenamiento jurí-
dico ecuatoriano considera la posibilidad 
de establecer por ley un régimen especial 
de administración territorial autónomo, 
diferente o complementario del régimen 
seccional integrado por los Consejos Pro-
vinciales y Concejos Municipales.

Y de aquí surgen algunas de las principales 
interrogantes. ¿En qué radicaría la autonomía 
de estas administraciones especiales? ¿En qué se 
diferencia esta autonomía de aquella que caracte-
riza a los actuales gobiernos seccionales autóno-
mos? ¿Este régimen especial de administración 
presupone un tipo de organización institucional 
especial? ¿Una forma especial de organización del 
poder público? ¿Un conjunto de nuevos órganos 
para su ejercicio? 

Sin embargo, el problema no radica en encon-
trar o construir una consistencia jurídica, más o 
menos satisfactoria, mediante una formulación 
conceptual sistemática de un modelo ideal de ré-

gimen autonómico. Al parecer, la principal difi-
cultad es la de identificar el régimen especial au-
tonómico posible en el contexto político, social 
y económico del país. Entonces, hay que dirigir 
la mirada a otros ámbitos del ordenamiento jurí-
dico ecuatoriano para visualizar aquellos princi-
pios jurídicos e instituciones consagradas consti-
tucionalmente que apuntarían hacia la existencia 
de un régimen o una organización especial, cuyo 
rasgo característico sería el autogobierno como 
sinónimo de autonomía.

Si revisamos los mandatos constitucionales, 
los regímenes especiales de administración te-
rritorial por consideraciones ambientales en la 
provincia de Galápagos y en la región amazónica 
son posibles, puesto que de acuerdo al mismo 
texto constitucional se sostienen y reconocen 
en los derechos colectivos relativos al ambiente, 
cuyo titular es la población o la comunidad. Sin 
la vigencia de los derechos colectivos a vivir en 
un ambiente sano, ecológicamente equilibrado y 
libre de contaminación, es inexplicable el esta-
blecimiento de regímenes especiales de adminis-
tración territorial orientados a la conservación de 
los ecosistemas y al desarrollo sustentable.

Igual cosa sucede con las circunscripciones 
territoriales indígenas reconocidas en la Cons-
titución Política como ámbito territorial de ad-
ministración especial, por consideraciones de-
mográficas, ambientales, culturales y sociales. 
Pese a carecer de ley para su establecimiento, 

* Consultor ambiental del Programa de Apoyo a la Descentra-
lización CONAM/BID.
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este nivel de gobierno seccional autónomo repre-
senta la forma organizativa reconocida constitu-
cionalmente para la vigencia y el ejercicio de los 
derechos colectivos de los pueblos y nacionali-
dades indígenas y afrodescendientes relativos al 
territorio, cuyos titulares son esos pueblos y esas 
nacionalidades.

Por otro lado, también el Distrito Metropoli-
tano es, constitucional y legalmente, un régimen 
de administración territorial por consideraciones 
demográficas, que puede ser asumido por aque-
llos cantones o ciudades cuya población sobrepase 
los 200 mil habitantes. Tal es el 
caso de la Ley de Régimen para 
el Distrito Metropolitano de 
Quito, aplicable a ciudades como 
Guayaquil o Cuenca o a canto-
nes asociados para una gestión 
mancomunada dentro de varias 
unidades político-administrati-
vas del territorio nacional. 

Dentro de esta misma lógica, 
en el caso del régimen especial 
autonómico —entendido como 
un régimen especial de adminis-
tración territorial por consideraciones políticas 
y demográficas— sería necesario que el orden 
constitucional reconozca y garantice derechos 
colectivos a las sociedades políticas que son los 
Municipios, en función de su desarrollo y parti-
cipación en la riqueza generada nacionalmente. 
Más aún, este tipo de derechos, si se los puede 
denominar así, ya están reconocidos para los 
Consejos Provinciales y Municipios —en tanto 
atribuciones, facultades y competencias—, que 
son sus titulares exclusivos. 

En consecuencia, la pregunta por responder 
se orienta a identificar el sentido y los princi-
pios que deben orientar a un régimen especial 
 autonómico en el país. ¿Se van a definir y estruc-
turar las características de este régimen desde las 
demandas y requerimientos para el desarrollo 
económico y social? ¿Desde las necesidades de las 

regiones más empobrecidas, con mayores índices 
de necesidades básicas insatisfechas? ¿O desde la 
magnitud de presiones políticas y económicas 
que puede ejercer un grupo local de poder? Esta, 
al parecer, es una de las principales interrogan-
tes que deben resolverse con claridad y nitidez 
antes de pensar en normas que regulen una or-
ganización especial de administración territorial, 
basada en el autogobierno y la independencia fis-
cal, administrativa y legal.

Pero además existen otros preceptos constitu-
cionales que parecen oponerse a un régimen es-

pecial autonómico como el que 
se ha delineado. Uno de ellos es 
la declaración constitucional de 
Ecuador como Estado Social de 
Derecho, soberano, unitario, in-
dependiente, democrático, plu-
ricultural y multiétnico. Si en la 
voluntad del legislador hubiese 
estado la intención de establecer 
la posibilidad de un régimen au-
tonómico por el cual determina-
das regiones o circunscripciones 
territoriales —por consideracio-

nes de orden demográfico, económico, social o 
cultural— se autogobiernen, debería haber re-
conocido la posibilidad y las condiciones para 
el establecimiento de este tipo de organización 
administrativa, declarando al Estado ecuatoriano 
como uno compuesto, integrado por regiones su-
jetas a un régimen administrativo autonómico. 

La ausencia de una declaración constitucional 
de este tipo ahonda más la diferencia entre aquellos 
que, por una parte, sostienen que el acceso a un 
régimen autonómico no implica ningún derecho 
sino únicamente un régimen administrativo dife-
rente y los que, por otra, han levantado la bandera 
del autogobierno y el autonomismo como una 
reivindicación ciudadana que tiene resonancias 
históricas y de identidad política y cultural.

Por otra parte, toda vez que las instituciones 
del Estado —entre otras, sus funciones—, las 

La principal 
dificultad radica en 

identificar el régimen 
especial autonómico 

posible en el 
contexto político, 

social y económico
del país.
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 entidades del régimen seccional autónomo, sus 
organismos, dependencias y funcionarios pú-
blicos no podrán ejercer otras atribuciones que 
las consignadas en la Constitución y la ley1, el 
principio de legalidad establecido constitucio-
nalmente es una condición difícil de cumplir si 
la Carta Política nada dice expresamente sobre 
el régimen especial autonómico. Este mandato 
constitucional puede dejar sin fundamento todo 
intento de establecerlo puesto que sus actuacio-
nes carecerían de valor legal y serían fácilmente 
impugnables. 

Pese a todas las reflexiones y argumentaciones, 
el interés del análisis no es cerrar el paso a un pro-
yecto de Ley cuya finalidad es regular la creación, 
establecimiento y funcionamiento de regímenes 
autonómicos sino, por el contrario, identificar las 
limitaciones y determinaciones existentes en el 
ordenamiento jurídico, en fun-
ción de visualizar e identificar 
el régimen autonómico posible 
que responda a las necesidades 
del desarrollo sustentable de las 
diferentes regiones del país y la 
reforma constitucional necesaria 
para establecer legalmente las 
funciones, atribuciones, compe-
tencias y responsabilidades que 
deben asignarse a los órganos 
del gobierno autonómico, en 
el marco de un gobierno repu-
blicano, presidencial, electivo, 
representativo, responsable, al-
ternativo, participativo y de ad-
ministración descentralizada.

El régimen autonómico es 
una oportunidad para perfeccio-
nar la organización del Estado ecuatoriano y con-
certar un instrumento que fortalezca el desarrollo 

económico y social de manera armónica y equi-
tativa, estableciendo territorios competitivos 
donde se instrumenten y concreten las políticas 
económicas y sociales nacionales y territoriales. 

La posibilidad de un desarrollo 
regional más equitativo

Si se reconoce que el desarrollo económico y 
social nunca ha sido ni armónico, ni equitativo, 
ni equilibrado sino que, por el contrario, se ha 
mostrado desigual, concentrado en determinadas 
regiones, centralizado, y que la asignación y mo-
vilización de recursos públicos responden a esta 
lógica, es entonces comprensible que represente 
una oportunidad la propuesta de formular, dictar 
y poner en vigencia una nueva ley sobre la ca-
pacidad de los gobiernos seccionales autónomos 

para establecer regímenes de 
administración territorial auto-
nómica, que permitan al poder 
público regular las condiciones 
de organización institucional, 
presupuestarias, administrativas, 
territoriales para el desarrollo de 
las diferentes regiones del país.

Es legítimo que el poder pú-
blico regule la administración 
de los recursos naturales reno-
vables y no renovables en fun-
ción del desarrollo económico y 
social dentro de territorios con 
formas institucionales que per-
mitan una mejor y más eficiente 
gestión administrativa. Esto es, 
en territorios integrados por 
un régimen autonómico, que 

establezca relaciones de coordinación y gestión 
asociada y complementaria con otros territorios 
contiguos. En territorios y regiones con capaci-
dad administrativa, económica y financiera para 
emprender aquellos megaproyectos de desarrollo 
regional que establecen reales posibilidades de 1 Constitución Política de la República, Art. 119.

El proyecto de 
Ley orgánica del 

«régimen especial» 
autonómico es 

una oportunidad 
de construir 

una alternativa 
para definir una 

estrategia nacional 
de desarrollo 
beneficiosa 

para todos los 
ecuatorianos.
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desarrollo y mejoramiento de la calidad de vida 
de los habitantes. Territorios competitivos, como 
base de poder y capacidad de decisión en función 
del desarrollo sustentable.

El proyecto de Ley orgánica del «régimen espe-
cial» autonómico, con todas las omisiones y dificul-
tades conceptuales que plantea; con todos los retos 
que supone, para la concertación y entendimiento 

 entre los diferentes niveles de intereses económicos 
y sociales; con todos los riesgos que entraña para 
las regiones más prósperas y para las más olvidadas, 
es una oportunidad de construir una alternativa 
para definir una estrategia nacional de desarrollo 
beneficiosa para todos los ecuatorianos.

La respuesta a la interrogante inicial está por 
trabajarse.
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